Contenidos Mínimos Ley General de Aguas.

Con la reforma de febrero de 2012 al Artículo 4 constitucional, se reconoció el derecho humano al agua como un derecho con alcances y contenido propio dentro del sistema jurídico mexicano. De acuerdo al texto constitucional, toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre,  aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines. 

El reconocimiento del acceso al agua para uso personal y doméstico como derecho humano,  implica, en primer lugar, que la ley que se expida para su instrumentación deberá promover, respetar, proteger y garantizar el derecho de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, como lo mandata el Artículo 1° constitucional:

· Universalidad: el acceso es para todos  y no admite discriminación alguna. 

· Interdependencia e indivisibilidad: el acceso al agua es imprescindible para tener una vida digna y un prerrequisito para ejercer otros derechos humanos como lo es el  derecho a la vida,  a la salud, a un medio ambiente sano, a la educación,  etc.

· Progresividad: su efectividad debe irse logrando gradualmente, priorizando los recursos mediante acciones deliberadas, concretas y dirigidas a su plena realización. 

El derecho humano al agua no abarca a todos los usos del agua, sino sólo al uso del agua para consumo personal y doméstico, es decir, agua para beber, agua para saneamiento personal, agua para preparación de alimentos y agua para higiene personal y de la casa.  En pocas palabras, el derecho humano al agua se refiere a la cantidad necesaria para satisfacer las necesidades fundamentales, misma que de acuerdo con estándares internacionales  oscila entre los 50 y 100 litros diarios por persona y cuyo abastecimiento debe de ser continuo. 

Además, la ley que instrumente el derecho humano al agua, deberá contener disposiciones que aseguren el acceso a agua salubre: agua libre de microorganismos o sustancias químicas o radioactivas que puedan afectar la salud de las personas, debe tener un color, olor y  gusto aceptables para cada  uso personal y doméstico. 

El acceso al agua debe ser físicamente asequible, es decir, debe ser seguro y a no más de 100 metros de distancia del hogar, cuando no se pueda proveer dentro del mismo y económicamente asequible, es decir, los costos directos e indirectos del servicio de  agua no deben exceder un 3% del ingreso del hogar y no deben ser un obstáculo para el acceso al agua. Las personas que no puedan pagar, deben recibir sin costo, un mínimo de agua segura para consumo personal y doméstico. 

El Artículo 4° establece, además, el uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos lo cual implica la inclusión de consideraciones económicas, ambientales y sociales en la gestión de los mismos.

De manera específica,  algunos contenidos mínimos indispensables que debe abordar la ley que garantice el derecho humano al agua son:

1. Definir el uso personal y doméstico del agua y el derecho al saneamiento y priorizar su uso sobre otros usos. Ello implica 

2. Contener instrumentos de planeación y política para la implementación progresiva del derecho humano al agua, con metas deliberadas y concretas así como partidas presupuestales con destino específico para este fin. 

3. Establecer estándares de cantidad  y calidad (salubre) del agua para consumo personal y doméstico. 

4. Establecer estándares mínimos para el acceso físico a una distancia aceptable de las fuentes de agua si  no están ubicadas dentro del hogar. 

5. Establecer mecanismos para que comunidades rurales o de difícil acceso tengan efectivamente cumplido su derecho humano al agua a través de técnicas alternativas  (ecotecnias) y priorizar líneas y estrategias para alcanzar cobertura universal en estas zonas. 

6. Reconocimiento de otros organismos que prestan el servicio de agua potable tales como organismos comunitarios (gestión comunitaria del agua). 

7. Disposiciones que armonicen la necesidad de garantizar la sustentabilidad financiera de la gestión del servicio de agua potable y saneamiento (sobretodo a nivel de los organismos operadores y en zonas rurales) y la asequibilidad del acceso al agua para todos. 

8. Salvaguardas para evitar la discriminación y subsidios para proveer agua a quienes no puedan pagarla, para cubrir sus necesidades básicas.

9. Mecanismos de participación social, acceso a la justicia, monitoreo, acceso a la información y rendición de cuentas. 

10. Mecanismos de consulta y participación en caso de medidas legislativas o administrativas en materia hídrica que afecten el acceso de comunidades indígenas a sus recursos naturales y al ejercicio de su derecho al medio ambiente sano. 

El derecho humano al agua y el principio de progresividad
En febrero de 2015, se cumplieron tres años de la inclusión del párrafo sexto al artículo 4º constitucional por medio del cual  se reconoce el derecho de toda persona  al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. Es decir, se reconoce el derecho humano al agua como parte del catálogo de derechos humanos exigibles bajo el sistema de protección de derechos humanos previstos en el sistema jurídico mexicano.

Este derecho humano ya había sido previamente reconocido en instrumentos internacionales tales como la Observación General No. 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y  Culturales y en diversas resoluciones de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, votadas y aceptadas por México siendo la más importante la Resolución 64/292 de 2010. 
Por tratarse de un derecho humano, el derecho al agua está sujeto a una serie de principios y características generales que comparten los derechos humanos. Así pues, el artículo 1º constitucional, señala que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

En ese sentido, el principio de progresividad es de especial relevancia en términos del derecho humano al agua.  El Comité de Derechos Económicos, Sociales y  Culturales  ha señalado que los Estados tienen la obligación de adoptar medidas para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales reconocidos en el Pacto Internacional del cual deriva el derecho humano al agua.  La progresividad,  de acuerdo  a este Comité, consiste en el reconocimiento del hecho de que la plena efectividad de todos los derechos económicos, sociales y culturales en general no podrá lograrse en un breve período de tiempo, sin embargo, los Estados deben  adoptar medidas hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos humanos reconocidos.
No se trata de una excusa para no cumplir con los derechos humanos, sino el reconocimiento de una condición en la que los Estados no siempre cuentan con los recursos técnicos y económicos para satisfacer al cien por ciento un derecho humano de manera inmediata. No obstante ello, los Estados deben demostrar que han destinado todos los recursos posibles para cumplir con el derecho y que existen planes con medidas concretas deliberadas y específicas, para hacer efectivo el derecho al agua.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha señalado que la progresividad no puede entenderse en el sentido de que los gobiernos no tengan la obligación inmediata de empeñarse por lograr la realización íntegra de tales derechos, sino en la posibilidad de ir avanzando gradual y constantemente hacia su más completa realización, en función de sus recursos materiales: así, este principio exige que a medida que mejora el nivel de desarrollo de un Estado, mejore el nivel de compromiso de garantizar los derechos económicos, sociales y culturales.
Ahora bien, en términos del derecho humano al agua, el principio de progresividad ha de tomarse en cuenta en toda medida legislativa o de política pública que la autoridad ejecute. Una de estas medidas es, para el caso de México, la publicación de la Ley General de Aguas que mandató el  Poder Constituyente Permanente para instrumentar  la reforma constitucional del artículo 4º. Dicha ley tendría que haber sido publicada 360 días después de la reforma, evento que aun no ha sucedido.  

Ante este panorama y considerando que la Ley General de Aguas está todavía en construcción, vale la pena mencionar el ejemplo de la recién reformada Ley General de la Infraestructura Física Educativa que si bien es una ley fuera del sector hídrico, tiene efectos directos en el cumplimiento del derecho humano al agua.  Y es así, porque en mayo de 2014 al reformarse los artículos 7 y 11 se estableció que el Estado debe garantizar la existencia de bebederos suficientes y con suministro continuo de agua potable en cada inmueble de uso escolar y en la infraestructura física educativa del país. Esto aplica tanto para escuelas públicas como particulares. 

Para lograr esta meta, los transitorios del decreto establecieron lo siguiente: 1) que se deberían publicar lineamientos generales en materia de bebederos escolares y calidad de agua para consumo humano en las instalaciones del Sistema Educativo Nacional, mismos que están en consulta pública desde diciembre de 2014,  2) que el Presupuesto de Egresos de la Federación  (PEF) debe contemplar una asignación para proveer bebederos con suministro de agua potable en los inmuebles escolares, para lo cual el PEF 2015 ya contempla previsiones específicas que dan cumplimiento a este apartado y 3) el Instituto Nacional de la Infraestructura Física Educativa procurará que las instalaciones del Sistema Educativo Nacional cuenten con la infraestructura de bebederos de agua potable en un plazo máximo de 3 años a partir de la  reforma. 

De esta forma, de manera progresiva se da cumplimiento a una de las obligaciones derivadas del derecho humano al agua, en cuanto al suministro de agua suficiente, salubre y aceptable en cada hogar, institución educativa o lugar de trabajo de acuerdo con lo establecido en la Observación General 15. Y si bien esta reforma no se fundamentó en el derecho humano al agua, ya que de acuerdo a la exposición de motivos tuvo su origen en mejorar la salud infantil y su ejecución depende de otras autoridades fuera del sector hídrico-ambiental, sus consecuencias ayudan a la concreción progresiva del derecho humano al agua. 

Queda pendiente, por lo tanto, que la Ley General de Aguas que se publique en su oportunidad, contenga medidas y mecanismos concretos de corto, mediano y largo plazo que ayuden a la consecución del derecho humano al agua. Recordemos que ya existen leyes, como la Ley General de Cambio Climático, que contienen metas y plazos concretos que sirven para orientar la creación de políticas públicas y la asignación de recursos económicos etiquetados que ayuden al cumplimiento de estas metas. 

Asimismo es imprescindible que esta ley concrete mecanismos de articulación entre las distintas autoridades involucradas con el cumplimiento del derecho humano al agua (SEMARNAT, Secretaría de Salud, Secretaría de Desarrollo Social, así como los tres órdenes de gobierno) así como cuidar que las otras leyes,  fuera del sector hídrico, pero que tienen consecuencias en el manejo del recurso hídrico, no atenten contra el efectivo cumplimiento del derecho humano al agua, y por el contrario, ayuden a  alcanzar la cobertura universal en calidad y cantidad suficientes para toda persona. 

El Programa Nacional Hídrico 2014-2018 (PNH), como instrumento que aterriza las acciones de gobierno, establece como meta aumentar la cobertura de agua potable al 94%.  Actualmente, de acuerdo a este Programa, hay una cobertura del 92% de los cuales el medio urbano cuenta con un 95.5%  de cobertura mientras que en el medio rural hay más rezago al tener el 80.3%.  Si bien el  PNH parece tener una meta progresiva, no es claro en qué porcentaje aumentará en qué medio, es decir, si en el rural o en el urbano, y sólo se señala que se privilegiará a la población vulnerable sin aterrizar bien los cómos para llegar a esta meta. 
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